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De la Sen. Verónica Velasco Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma los artículos 4 y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México 
Gloria Lavara Mejía, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo, Jorge Emilio González Martínez y Verónica Velasco Rodríguez, senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las Comisiones de Puntos Constitucionales, de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca y de Estudios Legislativos, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de esta Cámara en la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:
EXPOSICION DE MOTIVOS. 
Los Derechos Humanos corresponden a la propia naturaleza del hombre, merecedor de respeto en cuanto a su dignidad, su integridad y su desarrollo por el simple hecho de pertenecer a la especie humana, supuesto al que se debe sumar necesariamente la interrelación que ha guardado con el medio desde su aparición, enlazándose en una simbiosis de la cual, en la actualidad, ha llegado a depender uno del otro para su mantenimiento y subsistencia. 
Por lo que corresponde a la concepción del medio ambiente, es de difícil delimitación, ya que lo componen elementos muy distintos unos de otros, comprendiendo desde la biosfera en su conjunto hasta el entorno físico inmediato alrededor de un individuo. 
A partir de la Segunda Guerra Mundial, la tendencia hacia la protección y positivización de los derechos humanos en los ordenamientos jurídicos mundiales, se ha incrementado notoriamente, equiparándose al progreso científico y al desarrollo económico de los países que de esta materia se han ocupado. 
En México, a partir de la Revolución de 1910, se ha presentado una preocupación por proteger y tutelar en nuestra Carta Magna, libertades civiles, sociales y políticas necesarias en toda sociedad que se precie de ser democrática. 
Sin embargo, en nuestra Ley Fundamental, continúa existiendo una deficiencia en lo referente a la materia ambiental relacionada a los derechos humanos, de aparición relativamente reciente. 
La necesidad de una ampliación del texto del artículo cuarto constitucional en lo concerniente a la garantía de un medio ambiente adecuado, del cual puedan gozar todos los individuos en nuestro territorio atiende a  razones fundamentales, no solamente jurídicas, sino también biológicas, que deben de observarse para así alcanzar una protección real y válida, teniendo como objetivo primordial el cuidado del medio ambiente y la procuración de una mejor calidad de vida para todos los mexicanos. 
Considerando al ser humano como integrante de su entorno, es evidente pensar que para garantizar su existencia, debe ocuparse del medio que lo rodea, y a pesar del reciente reconocimiento formal, no nos hallamos ante un derecho cuyo disfrute sea novedoso. Nuestra especie y cada uno de los individuos que la componen continúan subsistiendo gracias a que han gozado de un medio ambiente sano, por lo que su mantenimiento, está vinculado a nuestra supervivencia. 
El medio ambiente es un presupuesto para la aparición, desarrollo y existencia misma del hombre y de la sociedad, perteneciente a las generaciones presentes y futuras, por lo que debe estar reconocido ampliamente en la Constitución Mexicana, siguiendo la tendencia de diversos instrumentos jurídicos internacionales en los que se ha presentado una creciente preocupación por su respeto y procuración. 
En la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948, no  se conceptualizó expresamente el reconocimiento del derecho del ser humano a un buen medio ambiente y a su correspondiente protección, pero de la mención de que: “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar…” se desprende una primera base que sirve como fundamento para el derecho a un medio ambiente apropiado para el desarrollo del ser humano. 
Fue hasta la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Estocolmo, 1972), en la que se establecería propiamente el derecho del hombre a “condiciones de vida satisfactorias en un ambiente cuya calidad le permita vivir con dignidad y bienestar”. Complementando este derecho, se establece el “deber solemne de proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones presentes y futuras”. 
La Declaración se vería completada, diez años después por la Carta Mundial de la Naturaleza adoptada por la Asamblea General de la ONU en la que se proclama el derecho de toda persona a participar, de forma individual o colectiva, en la elaboración de las decisiones que afectan directamente a su medio ambiente y, en el caso que este resultara dañado, la facultad para ejercer los recursos necesarios para obtener una indemnización. 
Numerosas declaraciones han retomado el interés sobre el derecho humano al medio ambiente como lo son: la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, la Declaración de Bizkaia sobre el derecho humano al Medio Ambiente; sin embargo, sufren del mismo problema; por su carácter de declaraciones, no gozan de fuerza vinculatoria a través de la cual se pueda obligar a los Estados participantes a cumplir con lo que en ellas se expone. 
 Para remediar esta deficiencia a la que hacemos mención, las naciones se han ocupado del tema reconociéndolo en sus ordenamientos internos como un derecho fundamental, incluso elevándolos a rango constitucional, pero no todos con una suerte similar. 
Del estudio de Derecho Comparado realizado de las Constituciones de Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, España, Francia, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela, con motivo de esta propuesta, se desprende la preocupación de los Estados de contener ciertos aspectos para el apropiado amparo del medio ambiente, como los que menciono a continuación: 
·         Sobre el Derecho y el Deber del individuo: 
-       El derecho a un medio ambiente adecuado, saludable, apto para el desarrollo humano, ecológicamente equilibrado y libre de contaminación, de forma tal, que sus actividades productivas, racionales y sustentables, satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; además, legitimado para denunciar los actos que infrinjan este derecho y reclamar la reparación del daño causado; ejerciendo todo lo anterior sin ningún tipo de discriminación por motivos de raza color, sexo, religión, opinión política o de cualquier otra índole. 
-       El deber de proteger, preservar, conservar, restaurar, y mejorar el ambiente, absteniéndose siempre de cualquier acto que provoque depredación, destrucción o contaminación graves al mismo, así como participar en las decisiones que tome la comunidad que puedan afectarlo, y denunciar los actos que infrinjan su derecho y reclamar la reparación del daño causado. 
·         Sobre la Obligación del Estado: 
-  Proveer a la protección de este derecho, planificando el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales que conduzca a una utilización racional, previniendo y controlando los factores de deterioro ambiental,  reconociendo la estrecha vinculación con el desarrollo social y económico sustentable, que asegure la supervivencia, el bienestar y la seguridad de las generaciones actuales y futuras. 
Atendiendo al caso mexicano y su solución más apropiada, se deben de aplicar diferenciaciones necesarias respecto al derecho al medio ambiente, su goce y su protección. El texto constitucional actual del artículo cuarto es insuficiente, ya que no se establece la tutela estatal a fondo en esta materia, además de que no se marca la diferencia entre el derecho al medio ambiente adecuado y el derecho a la protección del medio ambiente, distinción necesaria para una óptima regulación  y salvaguarda, razón por la cual se debe establecer como deber y derecho compartido por el Estado y los individuos, tomando como principio rector,  parte del preámbulo de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del hombre, que reza: “El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos y deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si los derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa libertad”. 
El Partido Verde Ecologista de México, preocupado por reconocer la existencia del derecho del ser humano al medio ambiente que no solamente se reduzca a lo “adecuado”, al objeto de conservar nuestra especie, propone a través de esta iniciativa, se integren los criterios antes mencionados, necesarios para lograr una eficaz defensa estatal en esta materia, obtenida a través de una institucionalización de la protección en el ámbito jurídico y concretándola mediante una obligación en el ámbito administrativo. 
En conclusión, mejorando lo establecido actualmente en nuestra Constitución, se podrá acceder a una protección real y efectiva que tenga como resultado otorgar la tutela que se merece la biosfera y todos sus componentes, donde quedamos incluidos los seres humanos, como especie. 
Por todo ello, los senadores integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, respetuosamente sometemos a este H. Pleno, la siguiente Iniciativa de:
Decreto mediante el cual se reforman los artículos 4 y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el párrafo cuarto, se adiciona un nuevo párrafo quinto, se recorre el párrafo quinto actual para convertirse en el sexto y así sucesivamente, todos ellos del artículo 4, y se adiciona una fracción quinta al artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 
Artículo 4… 
… 
… 
Toda persona tiene derecho a gozar de un medio ambiente adecuado, saludable, apto para el desarrollo humano, ecológicamente equilibrado y libre de contaminación, de forma tal, que sus actividades productivas, racionales y sustentables, satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; además, legitimada para denunciar los actos que infrinjan este derecho y reclamar la reparación del daño causado; ejerciendo todo lo anterior sin ningún tipo de discriminación por motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política o de cualquier otra índole. 
El Estado proveerá a la protección de este derecho, planificando el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales que conduzca a una utilización racional; previniendo y controlando los factores de deterioro ambiental,  así como procurando su reparación y restauración cuando se presente; reconociendo la estrecha vinculación con el desarrollo social y económico sustentable, que asegure la supervivencia, el bienestar y la seguridad de las generaciones actuales y futuras. 
… 
… 
… 
… 
Artículo 31… 
I.                     … 
II.                   … 
III.                  … 
IV.                … 
V.                  Proteger, preservar, conservar, restaurar, y mejorar el ambiente, absteniéndose siempre de cualquier acto que provoque depredación, destrucción o contaminación graves al mismo, así como participar en las decisiones que tomen las comunidades que puedan afectarlo, y denunciar los actos que infrinjan su derecho y reclamar la reparación del daño causado. 
 

TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
SEGUNDO.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales que entren en contradicción con el presente Decreto; y se dejan sin efecto todas las disposiciones reglamentarias, circulares, acuerdos y todos los actos administrativos de carácter general que contradigan las disposiciones del presente Decreto. 
Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 19 días del mes de marzo de 2002. 
Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.
 

